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Primera 
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Caso Núm.: 
K CD2012-0026 
 
 
Sobre:  
Cobro de Dinero 

Panel integrado por su presidenta, la Juez Fraticelli Torres, la Juez Ortiz 
Flores y el Juez Ramos Torres. 
 
Ramos Torres, Juez Ponente 
 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico a 31 de  agosto de 2016. 

Comparecen, ante este tribunal revisor intermedio, el señor Antonio 

Medina Eliza, su esposa, la señora Teresa Fernández González, y la 

Sociedad Legal de Bienes Gananciales compuesta por ambos, mediante 

un recurso de apelación civil. Nos solicitan la revocación de la Sentencia 

Sumaria Parcial, emitida el 26 de enero de 2015, notificada el día 29, por 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan, en el caso KCD 2012-

0026. Mediante el referido dictamen, el foro sentenciador declaró Ha 

Lugar la solicitud de sentencia sumaria parcial presentada por la parte 

demandante, el señor José Berríos Rivera. En consecuencia, el foro 

primario condenó al señor Antonio Medina Eliza a pagar solidariamente al 

demandante un monto ascendente a $90,000.00, más los intereses 

legales al 4.25%, costas, gastos y honorarios de abogados. 

Adelantamos que confirmamos el fallo apelado. Veamos a 

continuación los hechos del presente caso.  
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I 

 Este caso tiene su origen el 10 de enero de 2012, cuando el señor 

José Berríos Rivera presentó una demanda por cobro de dinero, en 

contra de los señores Antonio Medina Eliza y Jorge Pavía Rigau, sus 

respectivas esposas y las sociedades legales de bienes gananciales así 

conformadas. Reclamó el pago de $90,000.00.1 Adujo que el 25 de 

octubre de 2010, él y los codemandados Medina Eliza y Pavía Rigau 

suscribieron un acuerdo denominado “Contrato de Depósito para Compra 

de Participación”. Como resultado del acuerdo, los señores Medina Eliza 

y Pavía Rigau recibieron una prima de $100,000.00 que sería devuelta 

íntegramente en caso de que el demandante no ejerciera la opción 

exclusiva de compra, consistente en un diez por ciento de participación de 

la entidad jurídica Alto Group, LLC. Tanto el señor Medina Eliza como el 

señor Pavía Rigau ostentaban un cincuenta por ciento de participación de 

la empresa, por lo que cada uno vendería un cinco por ciento de su 

participación. El plazo acordado fue de un mes. El precio final se pautó en 

$370,000.00. 

En lo pertinente, el contrato2 disponía:  

[...] 

CUATRO: Los Depositarios/Promitentes se obligan de 
buena  fe  a  producir  y  entregarle  al  Depositante/Optante 

-dentro de la vigencia de este contrato- toda la información 
financiera y legal relacionada a Alto Group, LLC y sus 
subsidiarias, incluyendo y sin limitación a contratos que 
sean suscritos por Alto Group, LLC y/o cualquiera de sus 
subsidiarias, posterior a la firma de este acuerdo. 

CINCO: Esta información deberá ser gestionada por los 
Depositarios/Promitentes en o antes de que finalice la 
duración de este contrato. El incumplimiento de esta 
obligación constituirá causal de resolución del presente 
contrato. En consecuencia, la resolución se producirá  pleno 
derecho cuando el Depositante/Optante comunique por 
escrito a los Depositarios/Promitentes que quiere valerse de 
esta cláusula. 

SEIS: El Depositante/Optante se compromete con los 
Depositarios/Promitentes a mantener en  estricta 
confidencialidad, los récords contables y secretos de 
negocios que le sean divulgados mientras  dure el presente 
acuerdo y posterior a este. 

                                                 
1
 Apéndice del apelante, págs. 1-3. 

2
 Apéndice del apelante, págs. 290-292. 
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SIETE: En caso de que el Depositante/Optante, luego de 
evaluar la conveniencia económica y la situación legal actual 
de Alto Group, LLC, decida no otorgar el Contrato de 
Compraventa -en el término fijado en esta opción- el dinero 
pagado, o sea los cien mil dólares ($100,000.00) deberán 
ser devueltos solidariamente al Depositante/Optante por los 
Depositarios/Promitentes, en un término de seis (6)  meses, 
contados a partir de la notificación escrita del 
Depositante/Optante, de no celebrar del referido  contrato. 

OCHO: Los Depositarios/Promitentes se obligan durante el 
plazo previsto para la vigencia del presente contrato y, de 
ser el caso, durante su prórroga, a mantener la titularidad de 
su por ciento de participación, descrito en la cláusula 
tercera, totalmente libre de cualquier carga o gravamen, y 
de restricción, así como a no someterlo a ningún derecho de 
preferencia, ya sea este por modificación del Contrato 
Operacional de Alto Group, LLC o por acuerdo entre sus 
miembros. 

NUEVE. Asimismo, durante el plazo previsto para la 
vigencia del presente contrato y, de ser el caso, su prórroga, 
los Depositarios/Promitentes se obligan a no transferir, ya 
sea a título oneroso o gratuito, la titularidad de su por ciento 
de participación, descrito en la cláusula tercera. 

DIEZ: En caso de celebrarse el contrato definitivo, los 
Depositarios/Promitentes se obligan, a realizar todos los 
actos necesarios a fin de transferir al Depositante/Optante, 
la titularidad de las acciones descritas en la cláusula tercera 
del presente documento, así como los actos que sean 
necesarios para inscribir la transferencia en Contrato 
Operativo de Alto Group, LLC. 

ONCE: El incumplimiento con las obligaciones establecidas 
en las cláusulas cuatro 94), cinco (5), ocho (8) y nueve (9), 
constituirán causal de resolución del presente contrato. En 
consecuencia, la resolución se producirá pleno derecho 
cuando el Depositante/Optante comunique por escrito a los 
Depositarios/Promitentes que quiere valerse de esta 
cláusula. 

[...] 

 
 El señor Berríos Rivera pagó los $100,000.00 de la opción, 

mediante dos cheques de $50,000.00 cada uno, girados el 19 y 26 de 

octubre de 2010, respectivamente.3 La entidad pagadora era Central 

Waste Services, Inc., de la cual el demandante funge como presidente. 

Conforme su declaración, la suma fue un préstamo entre la corporación y 

su persona.4  

Así las cosas, luego que las partes prorrogaran el contrato de 

opción de compra, en marzo de 2011, el señor Berríos Rivera manifestó 

verbalmente a los señores Medina Eliza y Pavía Rigau que no ejercería la 

                                                 
3
 Apéndice del apelante, págs. 272-273. 

4
 Apéndice del apelante, pág. 135. 
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opción y requirió el pago.5 Conforme su testimonio, las razones se 

basaron en que no se habían producido unos documentos legales, sobre 

unas reclamaciones en contra de Alto Group, LLC por parte de suplidores 

o acreedores.6 Luego, por medio de su representación legal, el 21 de julio 

de 2011, envió una comunicación escrita mediante correo certificado a 

cada uno de los socios de Alto Group, LLC para gestionar la restitución 

del depósito.7 En respuesta, el señor Berríos Rivera recibió dos cheques 

de 5,000.00 cada uno, fechados el 30 de septiembre y 13 de octubre de 

2011, respectivamente, emitidos por Alto Group, LLC y pagaderos a 

nombre de Central Waste.8  

En enero de 2012, el señor Berríos Rivera presentó la demanda de 

epígrafe. 

Los codemandados contestaron la reclamación.9 Ante la alegación 

de que estos hicieron caso omiso de los requerimientos del demandante y 

que solo devolvieron $10,000.00, respondieron que “tomaron nota de los 

requerimientos del demandante e incluso tomaron acción afirmativa al 

comenzar la devolución de algunas cuantías”. Así, pues, comenzó el 

descubrimiento de prueba entre las partes.10 

El tribunal primario atendió un sinnúmero de cuestiones 

procesales, a saber: solicitudes de embargo preventivo y fianza;11 y una 

solicitud de intervención de Alto Goup, LLC, petición a la que el 

demandante se opuso y fue denegada.12 Además, el tribunal archivó sin 

perjuicio las reclamaciones en contra de la señora Michelle Rexach 

Nigaglioni y del señor Jorge Pavía Rigau, quienes presentaron una 

                                                 
5
 Apéndice del apelante, págs. 125-126. 

6
 Apéndice del apelante, pág. 149. 

7
 Apéndice del apelado, pág. 52. 

8
 Apéndice del apelado, págs. 14-15. 

9
 Apéndice del apelante, págs. 4-6. 

10
 Véase, por ejemplo, Apéndice del apelante, págs. 7; 8-13; 14-15; 21-62; 112-172; 196-

199; 200; 201; 203-204; 241-242; 245-248; 255-259.  
11

 Refiérase al Apéndice del apelante, págs. 70-73; 74-76; 77-79; 80-81; 82-83; 91-92; 
95-97; 98-99; 196-199; 200-202; 203-204; 241-242; 245-248; 249-251; 255-259. 
12

 Véase, el Apéndice del apelante, págs. 63-69; 84-90; 93-94; 102-104; 105-106; 107-
111; 173-175; 189-191; 192-195; 215-223; 243-244. El 30 de agosto de 2012, Alto 
Group, LLC demandó al señor Berríos Rivera por enriquecimiento injusto y cobro de 
dinero (KAC 2012-0720), sobre esa causa de acción, una vez fue trasladada a la Región 
de Arecibo, fue desestimada el 3 de junio de 2013 (CCD 2012-0533); véase, Apéndice 
del Apelante, págs. 224-227. 
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petición de quiebra ante el foro federal.13 Asimismo, el foro a quo denegó 

una resolución sumaria del caso, tal como fue solicitado por los 

codemandados.14 En esa etapa de los procedimientos, el tribunal de 

primera instancia entendió controvertidos el alegado incumplimiento 

contractual de los codemandados y si hubo o no una novación en cuanto 

a la manera que se efectuarían los pagos. De otro lado, consideró 

probados varios hechos, tales como: la prestación del depósito de 

$100,000.00, la obligación contractual contraída en devolver la totalidad 

del mismo si no se ejercía la opción, y los dos pagos de $5,000.00 

realizados por los codemandados, entre otros. 

 El 17 de septiembre de 2014, el señor Berríos Rivera presentó una 

solicitud al tribunal para que dictara sentencia sumaria parcial a su 

favor.15 Notificó a la otra parte mediante correo postal. El 15 de octubre de 

2014, la representación legal de la parte demandada presentó una 

moción de renuncia.16 En el mismo escrito, otra abogada del mismo 

bufete17 asumió la representación. El 20 de octubre de 2014, esta última 

solicitó “una prórroga de treinta (30) días adicionales, contados a partir de 

la notificación de este Honorable Tribunal, para presentar nuestra 

Oposición a la Solicitud de Sentencia Sumaria Parcial del demandante”.18 

Sin embargo, no presentó un escrito al respecto.  

Transcurridos alrededor de tres meses, específicamente, el 26 de 

enero, notificada el día 29, el foro primario dictó la sentencia sumaria 

parcial apelada.19 En una notificación coetánea, el tribunal sentenciador 

dispuso de las mociones de renuncia y nueva representación. Sobre la 

prórroga solicitada, remitió a la lectura del fallo emitido.20  

En el dictamen parcial sumario, el foro sentenciador hizo constar 

las siguientes determinaciones de hechos: 

                                                 
13

 Apéndice del apelante, págs. 176-188; 205-208; 322-325. 
14

 Apéndice del apelante, págs. 262-278; 279-308; 315-319; 328-337. 
15

 Apéndice del apelante, págs. 340-360. 
16

 Apéndice del apelante, págs. 361-362. 
17

 El bufete es Iguina Oharris Attorneys and Counselors at Law, P.S.C. 
18

 Apéndice del apelante, págs. 363-364. 
19

 Apéndice del apelante, págs. 367-376. 
20

 Apéndice del apelante, págs. 365-366. 
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1. La parte demandante, José Berrios Rivera, es mayor de 
edad, casado y reside (...).   

2. Las partes codemandadas, Jorge Pavía Rigau, su 
esposa, Michelle Rexach  Nigaglioni y la sociedad legal 
de gananciales compuesta por ellos, residen (...). 

3. Las partes codemandadas, Antonio Medina Eliza, su 
esposa, Teresa  Margarita Fernández y la sociedad legal 
de gananciales compuesta por ellos,  residen (...). 

4. La parte demandante es el presidente de Central Waste 
Services, Inc.,  compañía que ostenta su propia 
personalidad jurídica.  

5. Las partes codemandadas, suscribieron un Contrato de 
Depósito para  Compra de Participación con la parte 
demandante, el 25 de octubre de 2010.   

6. Que las partes codemandadas son titulares en pleno 
dominio de participación  activa, en un 50% 
respectivamente, de la compañía Alto Group, LLC.  

7. Que la compañía Alto Group, LLC es una compañía de 
responsabilidad ilimitada con fines de lucro, registrada en 
el Departamento de Estado balo el número 426.  

8. Que la parte demandante estaba interesada en adquirir 
un 10% de participación activa en Alto Group, LLC, para 
lo cual requirió de un plazo que le permitiese evaluar 
sobre la conveniencia económica y la situación legal 
actual de dicha empresa. 

9. Que las partes codemandadas se obligaron a mantener 
libre de cargas o gravámenes la porción de acciones 
opcionadas por el demandante, así como a producir y a 
entregar toda la información financiera y legal 
relacionada a Alto Group, LLC y sus subsidiarias, 
incluyendo y sin limitarse a cualquier contrato suscrito 
por la corporación y sus accionistas. 

10. Que las partes codemandadas determinaron que la 
cantidad requerida para el depósito de la compra de un 
10% de la participación de Alto Group, LLC sería de 
$100,000.00.  

11. Que el 19 y 26 de octubre de 2010, respectivamente, la 
Corporación Central Waste Services, Inc. emitió dos 
cheques de $50,000.00 cada uno a nombre de la 
corporación Alto Group, LLC. 

12. Que las partes codemandadas se obligaron a devolverle 
el depósito de $100,000.00 en caso de que la parte 
demandante, luego de evaluar la conveniencia 
económica y la situación legal actual de Alto Group, LLC, 
decidiera no otorgar el Contrato de Compraventa de 
Opción en el término de  6 meses.  

13. Que Alto Group, LLC expidió 2 cheques de $5,000.00 
que fueron cobrados, por lo que en consecuencia la 
parte demandante reclama $90,000.00 y no la  totalidad 
de los $100,000.00 alegadamente adeudados en su 
acción de cobro de dinero.   

 
No contestes, los codemandados presentaron una solicitud de 
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reconsideración;21 pero el tribunal la declaró No Ha Lugar.22 Inconformes 

todavía, presentaron ante nos la apelación de epígrafe y señalaron la 

comisión de los siguientes errores: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al emitir 
sentencia parcial por la vía sumaria en el caso de autos sin 
expresarse en torno a los escritos presentados por la parte 
compareciente y obviando prácticamente por completo toda 
la normativa estatutaria y jurisprudencial relativa con la 
disposición de asuntos por la vía sumaria. 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al emitir 
sentencia parcial por la vía sumaria en el caso de autos al 
determinar que la parte compareciente hizo un 
reconocimiento de la deuda. 

 
El señor Berríos Rivera presentó su alegato, por lo que con el 

beneficio de la comparecencia de ambas partes, pasamos a reseñar el 

marco doctrinal pertinente. 

II 

A 

El contrato es la piedra angular de los negocios jurídicos. Por el 

término contrato se entiende que es una “convención o acuerdo de 

voluntades por el que se crean, modifican o extinguen relaciones jurídicas 

de contenido patrimonial”. José Puig Brutau, Fundamentos de Derecho 

Civil Doctrina General del Contrato t. II, vol. I, pág. 10 (3ª ed. Bosch 

1988). Dispone el Código Civil de Puerto Rico que “[e]l contrato existe 

desde que una o varias personas consienten en obligarse respecto de 

otra u otras, a dar alguna cosa, o prestar algún servicio.” Cód. Civil P.R. 

Art. 1206, 31 L.P.R.A. § 3371. Luego de perfeccionados, los contratos 

“obligan, no solo al cumplimiento de lo expresamente pactado, sino 

también a todas las consecuencias que, según su naturaleza, sean 

conformes a la buena fe, al uso y a la ley”. Cód. Civil P.R. Art. 1210, 31 

L.P.R.A. § 3375. En caso de que alguno de los contratantes falte al 

cumplimiento de lo estipulado, se observará lo dispuesto en los Artículos 

1054 y 1077 del Código Civil. Según estos, cuando uno de los 

contratantes incumple con su obligación, la parte acreedora puede exigir 

                                                 
21

 Apéndice del apelante, págs. 377-388. 
22

 Apéndice del apelante, págs. 389-392. 
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el cumplimiento específico de lo pactado y el resarcimiento de los daños 

sufridos, más el abono de intereses sobre esa cantidad. Cód. Civil P.R. 

Arts. 1054 y 1077, 31 L.P.R.A. §§  3018 y 3052; S.M.C. Const. v. Master 

Concrete, 143 D.P.R. 221, 236-237 (1997). En lo que respecta a las 

obligaciones pecuniarias, el pago de los intereses pactados o, en su 

defecto, el interés legal, cubrirá tales perjuicios. Cód. Civil P.R. Art. 1061, 

31 L.P.R.A. § 1025. 

Con relación a la interpretación de los contratos, el Artículo 1233 

del Código Civil de Puerto Rico establece que si los términos de un 

contrato son claros y no dejan duda sobre la intención de los contratantes, 

se estará al sentido literal de sus cláusulas. Cód. Civil P.R. Art. 1233, 31 

L.P.R.A. § 3471; C.F.S.E. v. Unión de Médicos, 170 D.P.R. 443, 450 

(2007); S.L.G. Irizarry v. S.L.G. García, 155 D.P.R. 713, 726 (2001). Cabe 

señalar, además, que “[l]os términos de un contrato son claros cuando 

son suficientes en contenido para ser entendidos en un único sentido, sin 

dar lugar a dudas o controversias, sin diversidad de interpretaciones y sin 

necesitar, para su comprensión, razonamientos o demostraciones 

susceptibles de impugnación”. C.F.S.E. v. Unión de Médicos, supra, pág. 

450.  

Como se sabe, el contrato de opción de compraventa no está 

regulado expresamente en nuestro Código Civil. No obstante, 

jurisprudencialmente se ha reconocido su validez como un negocio 

preparatorio o precontrato. Rosa Valentín v. Vázquez Lozada, 103 D.P.R. 

796, 807 (1975). Se ha definido como “un convenio por el cual una parte23 

concede a la otra,24 por tiempo fijo y en determinadas condiciones, la 

facultad, que se deja exclusivamente a su arbitrio, de decidir respecto a la 

celebración de un contrato principal”. Id., pág. 806, que cita a José Castán 

Tobeñas, Derecho Civil Español, Común y Foral, t. IV, pág. 41 (1952). El 

optante, pues, tiene la facultad para decidir unilateralmente si ejerce o no 

el derecho concedido, respecto a la celebración de otro contrato principal, 

                                                 
23

 Conocido como promitente, concedente u optatario. 
24

 También denominado como optante. 
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durante el plazo determinado en el acuerdo. P.D.C.M. Assoc. v. Najul 

Baez, 174 D.P.R. 716, 724 (2008).   

 Asimismo, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha adoptado los 

siguientes requisitos esenciales que debe poseer un contrato de opción 

de compra: Estos son: (i) concesión del promitente a un optante sobre la 

facultad de decidir unilateralmente sobre la celebración o no del contrato 

principal, sin obligación alguna por parte del optante; (ii) la concesión es 

exclusiva; (iii) plazo cierto y determinado; y (iv) sin más condición que la 

propia voluntad del optante. A diferencia del plazo, la prima o depósito es 

elemento un accidental. Rosa Valentín v. Vázquez Lozada, supra, págs. 

807-808; S.L.G. Irizarry v. S.L.G. García, supra, pág. 722. Estos requisitos 

son cónsonos con los principios generales de las obligaciones y los 

contratos de nuestro ordenamiento general civil, porque la obligación del 

promitente es una de hacer, no de dar; es decir, de efectuar un contrato 

de compraventa cuando así lo exija el optante. Rosa Valentín v. Vázquez 

Lozada, supra, págs. 810-811. Por lo tanto, en los contratos de opción de 

compra permea el principio de la autonomía de la voluntad, que le 

concede amplísima libertad de acción a las partes que desean obligarse. 

BPPR v. Sucn. Talavera, 174 D.P.R. 686, 693 (2008). La aludida norma 

está recogida por el Artículo 1207 del Código Civil, el cual dispone que 

“[l]os contratantes pueden establecer los pactos, cláusulas y condiciones 

que tengan por conveniente, siempre que no sean contrarios a las leyes, 

a la moral, ni al orden público”. Cód. Civil P.R. Art. 1207, 31 L.P.R.A. § 

3372; Álvarez de Choudens v. Rivera Vázquez, 165 D.P.R. 1, 17 (2005); 

Irizarry López v. García Cámara, 155 D.P.R. 713, 724 (2001). 

Consiguientemente, el derecho de opción de compra puede estar 

supeditado, entre otras cosas, al cumplimiento de ciertas condiciones, tal 

como la extensión o renovación del convenio ya vigente entre las partes; 

lo cual se considera una mera modificación de la relación contractual. 

Mayagüez Hilton Corp. v. Betancourt, 156 D.P.R. 264, 247 (2002). 
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B 

La Regla 36 de las de Procedimiento Civil regula el mecanismo 

extraordinario y discrecional de la sentencia sumaria, que dispone: 

Una parte que solicite un remedio podrá en cualquier 

momento después de haber transcurrido veinte (20) días a 

partir de la fecha en que se emplaza a la parte demandada, 

o después que la parte contraria le haya notificado una 

moción de sentencia sumaria, pero no más tarde de los 

treinta (30) días siguientes a la fecha límite establecida por 

el tribunal para concluir el descubrimiento de prueba, 

presentar una moción fundada en declaraciones juradas o 

en aquella evidencia que demuestre la inexistencia de una 

controversia sustancial de hechos esenciales y pertinentes, 

para que el tribunal dicte sentencia sumariamente a su favor 

sobre la totalidad o cualquier parte de la reclamación 

solicitada. 

32 L.P.R.A. Ap. V, R. 36.1. 

 
A través de la solicitud de una sentencia sumaria —cuando se ha 

realizado un adecuado descubrimiento de prueba— una parte puede 

mostrar que no existe una controversia sustancial que deba ser dirimida 

en el juicio en su fondo. La normativa procesal civil establece que la 

contestación a dicha moción sumaria debe presentarse dentro del término 

de veinte días de su notificación. 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 36.3(b). 

Consiguientemente, el tribunal sentenciador estaría en posición de 

aquilatar la prueba y adjudicar las controversias planteadas ante sí. 

Véase, Rodríguez Méndez, et als. v. Laser Eye Surgery Mgmt., Op. de 15 

de junio de 2016, 2016 TSPR 121, a la pág. 17, 195 D.P.R. __ (2016); 

Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation Club, Op. de 2 de diciembre de 

2015, 2015 TSPR 159, a la pág. 16, 194 DPR __ (2015). El propósito 

principal de este mecanismo procesal es propiciar la solución justa, rápida 

y económica de litigios civiles que no presentan controversias genuinas 

de hechos materiales, por lo que puede prescindirse del juicio plenario. 

Meléndez v. M. Cuebas, Op. de 21 de mayo de 2015, 2015 TSPR 70, a 

las págs. 8-9, 193 D.P.R. __ (2015); S.L.G. Zapata Rivera v. J.F. 

Montalvo, 189 D.P.R. 414, 430 (2013); Nieves Díaz v. González Massas, 

178 D.P.R. 820, 847 (2010); Ramos Pérez v. Univisión de P.R., 178 

D.P.R. 200, 213-214 (2010); Vera Morales v. Bravo Colón, 161 D.P.R. 
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308, 331-332 (2004); PFZ Properties, Inc. v. Gen. Acc. Ins. Co., 136 

D.P.R. 881, 911 (1994).  

El promovente debe presentar una moción fundamentada en 

declaraciones juradas o en cualquier evidencia que demuestre la 

inexistencia de una controversia sustancial de hechos relevantes y 

pertinentes sobre la totalidad o parte de la reclamación. 32 L.P.R.A. Ap. 

V, R. 36.1. “Un hecho material (relevante) es aquel que puede afectar el 

resultado de la reclamación de acuerdo con el derecho sustantivo 

aplicable”. José A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, t. 

III, pág. 1041 (Pubs. J.T.S. 2011). La controversia sobre los hechos 

esenciales que genera el litigio tiene que ser real, no especulativa o 

abstracta. Es decir, tiene que ser de naturaleza tal que “permita concluir 

que existe una controversia real y sustancial sobre hechos relevantes y 

pertinentes”. Meléndez v. M. Cuebas, supra, a las págs. 9-10; Ramos 

Pérez v. Univisión de P.R., supra, págs. 213-214. 

Procede que se dicte sentencia sumaria únicamente cuando surge 

diáfanamente que el promovido por la solicitud no puede prevalecer bajo 

ningún supuesto de hechos y que el tribunal tiene a su disposición toda la 

prueba necesaria para resolver la controversia que tiene ante su 

consideración. Cualquier duda no es suficiente para denegar la solicitud 

de sentencia sumaria. Debe tratarse de una duda que permita concluir 

que existe una verdadera y sustancial controversia sobre hechos 

relevantes y pertinentes. Meléndez v. M. Cuebas, supra, a la pág. 10; 

Nieves Díaz v. González Massas, supra, pág. 848; Ramos Pérez v. 

Univisión de P.R., supra, pág. 213-214; E.L.A. v. Cole, 164 D.P.R. 608, 

625 (2005). 

Al dictar sentencia sumaria, el juzgador deberá: (1) analizar los 

documentos que acompañan la moción solicitando la sentencia sumaria, 

los incluidos con la moción en oposición y aquellos que obren en el 

expediente judicial; y (2) determinar si el oponente controvirtió algún 

hecho material o si hay alegaciones de la demanda que no han sido 
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controvertidas o refutadas en forma alguna por los documentos. PFZ 

Properties, Inc. v. Gen. Acc. Ins. Co., supra, págs. 913-914; Medina v. 

M.S. & D. Química P.R., Inc., 135 D.P.R. 716, 727 (1994).  

Ante una moción de sentencia sumaria, los jueces deben 
determinar primero cuáles son los hechos presentes, es 
decir, en qué conducta incurrieron las partes involucradas y 
las circunstancias que rodearon esas actuaciones. Esos 
hechos, a su vez, deben ser interpretados por el juez para 
determinar si son esenciales y pertinentes, y si se 
encuentran controvertidos. De encontrarse presente algún 
hecho material en controversia no podrá utilizarse el 
mecanismo de la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra. 
Por el contrario, de no existir tal controversia de hecho, el 
tribunal deberá dictar sentencia a favor del promovente de la 
solicitud de sentencia sumaria si el derecho le favorece a 
este último. 

Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation Club, supra, a las págs. 18-19. 

 
Es por ello, que la doctrina dicta que el promovente tiene que 

establecer su derecho con claridad. Rodríguez Méndez, et als. v. Laser 

Eye Surgery Mgmt., supra, a la pág. 18; Meléndez v. M. Cuebas, supra, a 

la pág. 10. De existir dudas sobre la existencia de una controversia de 

hechos, estas deben resolverse en contra del promovente, ya que este 

mecanismo procesal no permite que el tribunal dirima cuestiones de 

credibilidad. Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., 152 D.P.R. 599, 610 

(2000); Cuadrado Lugo v. Santiago Rodríguez, 126 D.P.R. 272, 279-280 

(1990); Corp. Presiding Bishop v. Purcell, 117 D.P.R. 714, 720 (1986).  

La parte promovida por una solicitud de sentencia sumaria no 

puede descansar meramente en las afirmaciones contenidas en sus 

alegaciones ni tomar una actitud pasiva. Por el contrario, está obligada a 

contestar de forma tan detallada y específica como lo hizo la parte 

promovente. 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 36.3(c); Rodríguez Méndez, et als. v. 

Laser Eye Surgery Mgmt., supra, a la pág. 18; Nieves Díaz v. González 

Massas, supra, pág. 848. Además, la parte promovida deberá presentar 

declaraciones juradas y documentos que pongan en controversia los 

hechos presentados por el promovente. Esto es, no debe cruzarse de 

brazos y descansar en sus alegaciones. Además, debe tenerse presente 

que las declaraciones juradas que no contengan hechos específicos que 
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las apoyen no tienen valor probatorio para demostrar lo que en ellas se 

concluye. Ramos Pérez v. Univisión de P.R., supra, págs. 215-216; Corp. 

Presiding Bishop v. Purcell, supra, pág. 721; Luán Invest. Corp. v. Rexach 

Const. Co., 152 D.P.R. 652, 665 (2000); Audiovisual Lang. v. Sist. Est. 

Natal Hnos., 144 D.P.R. 563, 576 (1997). 

En todo caso, la doctrina establece que los documentos que 

acompañan la moción de sentencia sumaria deben verse en la forma más 

favorable a la parte que se opone a la moción, concediéndole el beneficio 

de toda inferencia que razonablemente pueda derivarse de ellos. Corp. 

Presiding Bishop. v. Purcell, 117 D.P.R., pág. 720. Incluso, el Tribunal 

Supremo ha expresado que el mero hecho de que la parte promovida no 

presente evidencia que contradiga la presentada por la parte promovente, 

no implica necesariamente que proceda la sentencia sumaria. Vera 

Morales v. Bravo Colón, supra, págs. 331-332; PFZ Props., Inc. v. Gen. 

Acc. Ins. Co., supra, págs. 912-913. 

En fin, el tribunal dictará sentencia sumariamente si de los 

documentos presentados se demuestra que no hay controversia real 

sustancial en cuanto a algún hecho esencial y pertinente y que como 

cuestión de derecho procede la petición del promovente. Del mismo 

modo, el tribunal puede dictar sentencia sumaria de naturaleza 

interlocutoria para resolver cualquier controversia que existe entre las 

partes y que sea separable de las controversias restantes. 32 L.P.R.A. 

Ap. V, R. 36.3(e). Es meritorio decir que los foros de primera instancia 

deben actuar con prudencia y mesura en el uso de la sentencia sumaria y 

en tales casos deben ejercer su discreción de manera responsable e 

informada.   

La Regla 36 de Procedimiento Civil también exige unos requisitos 

de forma que debe cumplir la parte promovente de la moción de sentencia 

sumaria, así como la parte que se opone a esta. Si el promovente de la 

moción no cumple con los requisitos de forma, el tribunal no estará 

obligado a considerar su solicitud. Por el contrario, en el caso de que 
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quien incumpla con los requisitos de forma sea la parte opositora, el 

tribunal podrá dictar sentencia sumaria a favor de la parte promovente si 

así procediera en Derecho. Meléndez v. M. Cuebas, 2015 TSPR 70, a las 

págs. 11-12; S.L.G. Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 D.P.R., págs. 432-

433. 

En cuanto a nuestra facultad revisora, el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico pautó el estándar de revisión que debe utilizar este foro 

intermedio al evaluar denegatorias o concesiones de mociones de 

sentencia sumaria. Como foro apelativo, debemos utilizar los mismos 

criterios que los tribunales de primera instancia al determinar si procede 

dictar sumariamente una sentencia. En esta tarea solo podemos 

considerar los documentos que se presentaron ante el foro de primera 

instancia y determinar si existe o no alguna controversia genuina de 

hechos pertinentes y esenciales, y si el derecho se aplicó de forma 

correcta. La tarea de adjudicar los hechos relevantes y esenciales en 

disputa le corresponde únicamente al foro de primera instancia en el 

ejercicio de su sana discreción. Vera v. Dr. Bravo, 161 D.P.R., pág. 334. 

La revisión de este Tribunal es una de novo, en la que debemos evaluar 

el expediente de la manera más favorable a la parte opositora a la moción 

de sentencia sumaria. Meléndez v. M. Cuebas, 2015 TSPR 70, a la pág. 

20. 

En nuestra revisión, también examinamos que tanto la solicitud de 

sentencia sumaria como la oposición presentada cumplen con los 

requisitos de forma establecidos en la Regla 36 de Procedimiento Civil. 32 

L.P.R.A., Ap. V, R. 36. Además, debemos enumerar los hechos que 

consideramos están en controversia y aquellos que están 

incontrovertidos. Finalmente, revisamos de novo si el Tribunal de Primera 

Instancia aplicó correctamente el Derecho a la controversia. Meléndez v. 

M. Cuebas, 2015 TSPR 70, a la pág. 21. 
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III 

 La parte apelante del presente caso alega que el foro primario erró 

al adjudicar el pleito por la vía sumaria y concluir que el señor Medina 

Eliza había hecho un reconocimiento de la deuda. No le asiste la razón. 

 Según se desprende del expediente ante nos, mediante un 

contrato de opción suscrito el 25 de octubre de 2010, la parte demandada 

se obligó unilateralmente con el señor Berríos Rivera a suscribir un 

contrato de compraventa de un diez por ciento de participación de Alto 

Group, LLC; esto, dentro del plazo de un mes y por el precio de 

$370,000.00, en el caso que el optante decidiera a su arbitrio ejercer el 

derecho concedido por los principales accionistas de la entidad jurídica. El 

plazo fue extendido, pero esto solo configuró una mera modificación 

contractual, que no incidió sobre los acuerdos adoptados en su génesis.  

El optante suscribió el contrato de manera personal. No obstante, 

la prestación del depósito de $100,000.00 lo hizo mediante dos cheques 

de $50,000.00 cada uno, a nombre de Alto Group, LLC, cuyo girador de la 

cuenta de ambos instrumentos negociables lo era Central Waste 

Services, Inc. El señor Berríos Rivera ostenta la presidencia de esa 

empresa. Durante su deposición declaró que el dinero provino de un 

préstamo que le hizo a la compañía que preside. Esta prima de opción, 

conforme reza claramente el contrato, seria devuelta en su totalidad 

dentro de un plazo de seis meses, en el caso que el optante desistiera de 

su derecho y así lo notificara por escrito. Así fue. Independientemente de 

las razones que el señor Berríos Rivera tuvo para no ejercer la opción, las 

cuales son impertinentes en la resolución del caso, para marzo de 2011 

reclamó personalmente la devolución del depósito. Luego, el 21 de julio 

de 2011, vía correo certificado, solicitó por escrito la restitución del 

depósito. Sin embargo, no fue hasta el 30 de septiembre y el 13 de 

octubre de 2011, que los deudores emitieron sendos cheques por 

$5,000.00 en pago parcial. En su testimonio, cuando se le preguntó al 

señor Medina Eliza cuál fue su posición o acción al requerimiento del 
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demandante, remitió a su interlocutor a leer el contrato. Precisamente, 

eso hemos hecho. Veamos. 

Como antes dicho, el acuerdo contractual de opción establece una 

obligación expresa sobre la devolución íntegra del depósito de 

$100,000.00. De esta cantidad, apenas se han pagado $10,000.00. Por 

tanto, es forzoso concluir que la deuda es líquida, vencida y exigible. Ante 

el incumplimiento o el cumplimiento defectuoso, el señor Berríos Rivera 

presentó la demanda de epígrafe. La parte demandada no ha ofrecido 

evidencia de pago ni de alguna transacción entre los litigantes. De igual 

forma, de la letra del contrato, así como de las expresiones y acciones del 

señor Medina Eliza, se colige razonable y lógicamente que la parte 

demandada aceptó la obligación solidaria incumplida: “... nosotros nos 

obligamos a cumplir con lo que dice el contrato”; y que la misma no ha 

sido satisfecha en su totalidad, al aludir a unos cheques girados, pero no 

entregados ni cobrados. Al respecto afirmó: “Por el momento tenemos el 

contrato de depósito para compra de participación, así como los cheques 

cancelados y otros cheques que nunca han sido reclamados por la parte 

demandante”.25  

 Sobre la prueba necesaria para prevalecer en una demanda de 

cobro de dinero, como la de autos, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

reiterado que “[e]l demandante solo tiene que probar que existe una 

deuda válida, que la misma no se ha pagado, que él es el acreedor y los 

demandados sus deudores”. General Electric v. Concessionaires, Inc., 

118 D.P.R. 32, 43 (1986). Y esto es así porque el Artículo 1168 del 

Código Civil dispone que “[i]ncumbe la prueba de las obligaciones al que 

reclama su cumplimiento, y la de su extinción al que la opone”. Cód. Civil 

P. R. Art. 1168, 31 L.P.R.A. § 3261. Recordemos que las obligaciones 

que nacen de los contratos tienen fuerza de ley entre las partes 

contratantes y deben cumplirse a tenor de los mismos. Cód. Civil P. R. 

Art. 1044, 31 L.P.R.A. § 2994. Estas se extinguen, entre otros supuestos, 

                                                 
25

 Véase, Apéndice del apelante, pág. 14, acápite 4.  
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por el pago o cumplimiento. Cód. Civil P.R. Art. 1110, 31 L.P.R.A. § 3151. 

Claro está, una deuda no se considera pagada, hasta que se haga 

completamente la prestación en que la obligación consistía. Cód. Civil P. 

R. Art. 1111, 31 L.P.R.A. § 3161.  Es sabido que si el demandado no 

ofrece evidencia de pago o de la extinción de la obligación que se 

reclama, el tribunal debe conceder sin mayor dilación la demanda de 

cobro. García v. Santos, 29 D.P.R. 880, 882 (1921). En este tipo de pleito 

civil, además, el mecanismo de sentencia sumaria es muy útil para 

propender a la solución justa, rápida y económica de los litigios, sin que 

sea necesaria la celebración de un juicio plenario.  

El 17 de septiembre de 2014, el señor Berríos Rivera presentó una 

moción para que se dictara sentencia sumaria parcial a su favor. 

Conforme las reglas procesales civiles, para presentar su oposición, la 

parte demandada tenía hasta el 10 de octubre (veinte días a partir de la 

notificación por correo postal y tres días adicionales). Sin embargo, ya 

vencido el término, el 15 de octubre de 2014, es que se recibe una 

moción conjunta, suscrita por la abogada anterior y la nueva 

representación, quienes estaban laborando para la misma oficina legal. 

Luego, cinco días después de esta moción y diez del término vencido, 

bajo el débil argumento de que el expediente era voluminoso, la nueva 

representación legal solicitó una prórroga de treinta días, que cursaría a 

partir de la notificación del tribunal. Esto en contravención de la normativa 

reglamentaria que estatuye que “[t]oda solicitud de prórroga deberá 

acreditar la existencia de justa causa con explicaciones concretas 

debidamente fundamentadas (...) [y] deberá presentarse antes de expirar 

el plazo cuya prórroga se solicita (...). El término de la prórroga 

comenzará a transcurrir al día siguiente del vencimiento del plazo cuya 

prórroga se solicita”. Regla 6.6 de las de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. 

Ap. V, R. 6.6. La discreción del tribunal de primera instancia para 

prorrogar un término cuando se ha vencido el plazo solo se sostiene si 

hubo justa causa para el retraso. Lo particular de este caso, no es solo 
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que no se probó justa causa, sino que la oposición a la sentencia sumaria 

nunca fue presentada. Ante estas circunstancias, estamos convencidos 

que el dictamen recurrido no fue uno irrazonable ni arbitrario, concluimos 

que procede su confirmación en todas sus partes.  

Por lo tanto, colegimos que el Tribunal de Primera Instancia no 

incidió al adjudicar sumariamente en favor del demandante. Las 

determinaciones de hechos de la sentencia apelada, las cuales 

adoptamos íntegramente, permitían al foro primario emitir su dictamen por 

la vía de apremio, ya que los hechos esenciales quedaron probados 

preponderantemente.  

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, los cuales hacemos formar 

parte de esta Sentencia, confirmamos el dictamen apelado. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

 

 

Dimarie Alicea Lozada 
    Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 
 
 
 


